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Las instituciones educativas pertenecen a la entidad territorial que haya efectuado su reconocimiento de carácter oficial. No obstante, carecen de personería jurídica, pero tienen capacidad para contratar, la cual se concreta en la competencia que les otorgó el legislador en la Ley 715 de 2001 para administrar los fondos de servicios educativos, siendo estas cuentas contables que les permiten realizar la gestión y ejecución presupuestal de los recursos que reciben los establecimientos educativos.

FONDOS DE SERVICIOS EDUCATIVOS ‒ Reglamento del Consejo Directivo ‒ Cuantía inferior a veinte (20) SMMLV

La contratación que realicen las instituciones educativas, siempre que se ubique por debajo del referido umbral, no aplicará las reglas del EGCAP, sino las determinadas por el reglamento expedido por el consejo directivo de la institución educativa conforme al artículo 13 de la Ley 715 de 2001, lo que implica que tales reglamentos se expidan de conformidad con los principios de igualdad, moralidad, imparcialidad y publicidad, así como de acuerdo con la experiencia y el análisis concreto de las necesidades del establecimiento, determinando los trámites, garantías y constancias que deben cumplirse para que el rector o director celebre cualquier acto o contrato que cree, extinga o modifique obligaciones con cargo al respectivo fondo de servicios educativos.

RIESGOS ‒ Normativa ‒ Artículo 4 de la Ley 1150 de 2007 ‒ Ámbito de aplicación

El artículo 4 de la Ley 1150 de 2007 obliga a las entidades estatales a estimar, tipificar y asignar los riesgos previsibles involucrados en la contratación dentro de los pliegos de condiciones o sus equivalentes, y el numeral 6 del artículo 2.2.1.1.2.1.1 del Decreto 1082 de 2015 exige incluir en los estudios y documentos previos el análisis de riesgo y la forma de mitigarlo. Estas disposiciones integran el régimen del Estatuto General de Contratación de la Administración Pública, de modo que su exigibilidad como tal se predica de los procesos sometidos a dicho estatuto.

MATRIZ DE RIESGOS ‒ Instituciones educativas oficiales ‒ Contratación inferior a veinte (20) SMMLV ‒ Análisis de riesgos en los estudios previos

En la contratación de las instituciones educativas oficiales cuya cuantía no supera los veinte (20) SMMLV no resultan exigibles, como tales, el artículo 4 de la Ley 1150 de 2007 ni el numeral 6 del artículo 2.2.1.1.2.1.1 del Decreto 1082 de 2015, por lo que no existe una obligación legal de elaborar una matriz formal de riesgos con fundamento en dichas normas. No obstante, en virtud del artículo 13 de la Ley 1150 de 2007 y del artículo 13 de la Ley 715 de 2001, la actividad contractual de estas instituciones se rige por los principios de la función administrativa y de la gestión fiscal y por los principios de igualdad, moralidad, imparcialidad, publicidad, eficacia, celeridad y economía, de manera que el análisis y tratamiento de los riesgos debe estar presente en la planeación del respectivo proceso, en la forma y con el instrumento que determine el reglamento expedido por el consejo directivo.

MANUAL PARA LA IDENTIFICACIÓN Y COBERTURA DEL RIESGO EN LOS PROCESOS DE CONTRATACIÓN ‒ No obligatoriedad

Una vez declarada la nulidad del literal a) del numeral 2 del artículo 159 del Decreto 1510 de 2013, el Consejo de Estado determinó que las guías o manuales que expida Colombia Compra Eficiente, en relación con la identificación y cobertura de riesgos, no son vinculantes para las entidades, quienes podrán, de manera facultativa, acudir a ellas como una guía para llevar a cabo la estimación, tipificación, asignación y cobertura de riesgos en cada proceso de contratación particular.
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Estimada señora Vaca:
	
En ejercicio de la competencia otorgada por los artículos 3, numeral 5º, y 11, numeral 8º, del Decreto Ley 4170 de 2011, así como lo establecido en la Resolución 469 de 2025 expedida por esta Entidad, la Agencia Nacional de Contratación Pública – Colombia Compra Eficiente– responde su solicitud de consulta del 30 de julio de 2026, en la cual manifiesta lo siguiente: 

“[…] De conformidad con lo dispuesto en la Ley 715 de 2001 y el Decreto 1075 de 2015 (compila el Decreto 4791 de 2008), las instituciones educativas oficiales pertenecen al régimen especial de contratación, en consideración que cuando su contratación no supera una cuantía superior a 20smmlv, la modalidad de contratación es directa, y su procedimiento es el establecido en el manual interno de contratación y el Decreto 1075 de 2015. […]

A pesar de ello, actualmente se pretende imponer a las instituciones educativas oficiales de Villavicencio, la carga de diligenciar y presentar una matriz de riesgo a la luz de lo dispuesto en la Ley 1150 de 2007 […]

Surge entonces la pregunta:

¿Están obligadas las instituciones educativas oficiales a elaborar matriz de riesgo bajo las orientaciones de la Ley 1150 de 2007 y el Decreto 1082 de 2015, o están sujetas a lo que dispongan los estudios previos en su contenido de análisis del riesgo, sin que haya obligación de manejar un instrumento tan técnico como la matriz de riesgo, que imposibilita que un funcionario del orden administrativo “auxiliar” lo lleve a cabo?”

De manera preliminar, resulta necesario acotar que esta entidad solo tiene competencia para responder consultas sobre la aplicación de normas de carácter general en materia de compras y contratación pública. En ese sentido, resolver casos particulares desborda las atribuciones asignadas por el legislador extraordinario, que no concibió a la Agencia Nacional de Contratación Pública - Colombia Compra Eficiente como una autoridad para solucionar problemas jurídicos particulares de todos los partícipes del sistema de compra pública. La competencia de esta entidad se fija con límites claros, con el objeto de evitar que la Agencia actúe como una instancia de validación de las actuaciones de las entidades sujetas al Estatuto General de Contratación Pública o de los demás participantes de la contratación pública. Esta competencia de interpretación de normas generales, por definición, no puede extenderse a la resolución de controversias, ni a brindar asesorías sobre casos puntuales.  	
Conforme lo expuesto, en aras de satisfacer el derecho fundamental de petición se resolverá su consulta dentro de los límites de la referida competencia consultiva, esto es, haciendo abstracción de las circunstancias particulares y concretas mencionadas en su petición, pero haciendo unas consideraciones sobre las normas generales relacionadas con el problema jurídico de su consulta. 

1. Problema planteado:

De acuerdo con el contenido de su solicitud, esta Agencia resolverá el siguiente problema jurídico: ¿Las instituciones educativas oficiales sometidas a régimen especial de contratación están obligadas a elaborar una matriz formal de riesgos en los procesos cuya cuantía no supera los veinte (20) SMMLV, o es suficiente incorporar el análisis y tratamiento de riesgos en los estudios previos conforme a su manual de contratación?

2. Respuesta:

	En atención al problema jurídico planteado, es necesario precisar que las instituciones educativas oficiales carecen de personería jurídica, pero tienen capacidad para contratar, la cual se concreta en la competencia que les otorgó el artículo 13 de la Ley 715 de 2001 para administrar los fondos de servicios educativos. Conforme a esa disposición, los actos y contratos de cuantía superior a veinte (20) salarios mínimos mensuales legales vigentes se rigen por las reglas de la contratación estatal, mientras que aquellos cuya cuantía no exceda dicho umbral se sujetan a las condiciones previstas en el reglamento de contratación que expida el consejo directivo de la institución.
Por consiguiente, en la contratación que no supera los veinte (20) SMMLV no resultan aplicables las reglas del Estatuto General de Contratación de la Administración Pública – en adelante EGCAP –, dentro de las cuales se encuentran el artículo 4 de la Ley 1150 de 2007, que ordena incluir en los pliegos de condiciones o sus equivalentes la estimación, tipificación y asignación de los riesgos previsibles, y el numeral 6 del artículo 2.2.1.1.2.1.1 del Decreto 1082 de 2015, que exige incorporar en los estudios y documentos previos el análisis de riesgo y la forma de mitigarlo. En consecuencia, en ese ámbito no existe una obligación legal de elaborar una matriz formal de riesgos con fundamento en dichas disposiciones. A ello se agrega que, según lo determinó el Consejo de Estado al declarar la nulidad del literal a) del numeral 2 del artículo 159 del Decreto 1510 de 2013, las guías o manuales que expida la Agencia Nacional de Contratación Pública – Colombia Compra Eficiente en relación con la identificación y cobertura de riesgos, entre ellos el Manual para la Identificación y Cobertura del Riesgo en los Procesos de Contratación, del cual proviene el modelo de matriz, no son vinculantes ni siquiera para las entidades sometidas al EGCAP, que pueden acudir a ellos de manera facultativa.
Lo anterior no significa que la gestión de los riesgos sea ajena a estas instituciones. El artículo 13 de la Ley 1150 de 2007 dispone que las entidades con régimen contractual excepcional aplican, en desarrollo de su actividad contractual, los principios de la función administrativa y de la gestión fiscal de que tratan los artículos 209 y 267 de la Constitución Política, y están sometidas al régimen de inhabilidades e incompatibilidades; a su vez, el artículo 13 de la Ley 715 de 2001 exige que los actos y contratos de los fondos de servicios educativos respeten los principios de igualdad, moralidad, imparcialidad y publicidad, aplicados en forma razonable a las circunstancias concretas, con el propósito de conseguir eficacia y celeridad en la atención del servicio educativo y economía en el uso de los recursos públicos. De estos principios se desprende que el análisis y tratamiento de los riesgos previsibles debe estar presente en la planeación del respectivo proceso, pues constituye una manifestación de la planeación, la eficacia y la economía; pero la forma, el nivel de detalle y el instrumento en que dicho análisis se documente corresponde definirlos al reglamento expedido por el consejo directivo, conforme a la experiencia y al análisis concreto de las necesidades del establecimiento.
En ese orden, es suficiente que el análisis y tratamiento de los riesgos se incorpore en los estudios previos, con el alcance y en el formato que prevea el reglamento del consejo directivo, sin que sea exigible una matriz de riesgos elaborada bajo las orientaciones de la Ley 1150 de 2007, el Decreto 1082 de 2015 o el manual de esta Agencia, salvo que el propio reglamento así lo disponga o que la cuantía del contrato supere los veinte (20) SMMLV, evento en el cual resulta plenamente aplicable el EGCAP y, con él, el deber de estimar, tipificar y asignar los riesgos previsibles en los términos del artículo 4 de la Ley 1150 de 2007.
Dentro de este marco, la entidad contratante definirá en cada caso concreto lo relacionado con el tema objeto de consulta. Al tratarse de un análisis que debe realizarse en un asunto particular y concreto, esta Agencia no puede definir un criterio universal y absoluto por vía consultiva, sino que brinda elementos de carácter general para que los partícipes del Sistema de Compras y Contratación Pública adopten la decisión que corresponda, lo cual es acorde con el principio de juridicidad. Así, cada entidad establecerá la forma de adelantar su gestión contractual, sin que sea atribución de la Agencia Nacional de Contratación Pública - Colombia Compra Eficiente validarla.



3. Razones de la respuesta:

Lo anterior se sustenta en las siguientes consideraciones:

(i) Para resolver el problema jurídico planteado, esta Agencia considera necesario partir de la naturaleza jurídica de las instituciones educativas oficiales y del régimen aplicable a su actividad contractual. Las Leyes 60 de 1993 y 715 de 2001 descentralizaron el sistema educativo en Colombia, asignando a los departamentos, distritos y municipios las competencias y los recursos para dirigir las instituciones educativas. Conforme a lo anterior, las instituciones educativas pertenecen a la entidad territorial que haya efectuado su reconocimiento de carácter oficial; no obstante, carecen de personería jurídica, pero tienen capacidad para contratar, la cual se concreta en la competencia que les otorgó el legislador en la Ley 715 de 2001 para administrar los fondos de servicios educativos, siendo estos cuentas contables que les permiten realizar la gestión y ejecución presupuestal de los recursos que reciben los establecimientos educativos[footnoteRef:2]. Los fondos de servicios educativos tampoco cuentan con personería jurídica, según el artículo 2.3.1.6.3.4 del Decreto 1075 de 2015, conforme al cual el rector o director rural es el ordenador del gasto del Fondo de Servicios Educativos y su ejercicio no implica representación legal[footnoteRef:3]. [2:  Decreto 4791 de 2008, artículo 2: los fondos de servicios educativos son cuentas contables creadas por la ley como un mecanismo de gestión presupuestal y de ejecución de los recursos de los establecimientos educativos estatales para la adecuada administración de sus ingresos y para atender sus gastos de funcionamiento e inversión distintos a los de personal. Compilado mediante el Decreto Único Reglamentario del Sector Educación No. 1075 de 2015, artículo 2.3.1.6.3.2.]  [3:  Decreto 1075 de 2015: “Artículo 2.3.1.6.3.4. Ordenación del gasto. Los fondos de servicios educativos carecen de personería jurídica. El rector o director rural es el ordenador del gasto del Fondo de Servicios Educativos y su ejercicio no implica representación legal”.] 

Respecto de la capacidad para contratar con la que cuentan las instituciones educativas por medio de los fondos de servicios educativos, hay que precisar que cuando se trata de actos y contratos cuya cuantía no exceda los veinte (20) salarios mínimos mensuales legales vigentes, estos se sujetarán a las condiciones previstas en el reglamento de contratación que expida el consejo directivo de la institución, de conformidad con lo dispuesto en el artículo 13 de la Ley 715 de 2001[footnoteRef:4]. Esto significa que la contratación que realicen las instituciones educativas, siempre que se ubique por debajo del referido umbral, no aplicará las reglas del EGCAP, sino las determinadas por el reglamento expedido por el consejo directivo conforme a la citada norma, que implica que tales reglamentos se expidan de conformidad con los principios de igualdad, moralidad, imparcialidad y publicidad, así como de acuerdo con la experiencia y el análisis concreto de las necesidades del establecimiento, determinando los trámites, garantías y constancias que deben cumplirse para que el rector o director celebre cualquier acto o contrato que cree, extinga o modifique obligaciones con cargo al respectivo fondo. Por el contrario, cuando la celebración de contratos con recursos del fondo supere dicha cuantía, debe hacerse con estricta sujeción a lo dispuesto en la Ley 80 de 1993, procediendo la aplicación de las modalidades de selección definidas en la Ley 1150 de 2007 y de los requisitos y formalidades establecidos en el Decreto 1082 de 2015. [4:  Ley 715 de 2001: “Artículo 13. Procedimientos de contratación de los fondos de servicios educativos. Todos los actos y contratos que tengan por objeto bienes y obligaciones que hayan de registrarse en la contabilidad de los Fondos de servicios educativos […] se harán respetando los principios de igualdad, moralidad, imparcialidad y publicidad, aplicados en forma razonable a las circunstancias concretas en las que hayan de celebrarse. Se harán con el propósito fundamental de proteger los derechos de los niños y de los jóvenes, y de conseguir eficacia y celeridad en la atención del servicio educativo, y economía en el uso de los recursos públicos. Los actos y contratos de cuantía superior a veinte (20) salarios mínimos mensuales se regirán por las reglas de la contratación estatal […] el Consejo Directivo de cada establecimiento podrá señalar, con base en la experiencia y en el análisis concreto de las necesidades del establecimiento, los trámites, garantías y constancias que deben cumplirse para que el rector o director celebre cualquier acto o contrato […] cuya cuantía sea inferior a veinte (20) salarios mínimos mensuales”. En concordancia, Decreto 1075 de 2015: “Artículo 2.3.1.6.3.5. Funciones del Consejo Directivo. (…) 6. Reglamentar mediante acuerdo los procedimientos, formalidades y garantías para toda contratación que no supere los veinte (20) salarios mínimos legales mensuales vigentes (SMLMV)”.] 

(ii) Precisado lo anterior, corresponde examinar el régimen de los riesgos en la contratación estatal y su ámbito de aplicación. Con la expedición de la Ley 1150 de 2007 se propendió porque, durante la planeación de los procesos de contratación, las entidades estatales estimaran de forma anticipada las posibles eventualidades que puedan generarse durante la ejecución del contrato. Así, el artículo 4 de dicha ley obliga a las entidades estatales a estimar, tipificar y asignar los riesgos previsibles involucrados en la contratación dentro de los pliegos de condiciones o sus equivalentes, y a señalar, en las licitaciones públicas, el momento en el que, con anterioridad a la presentación de las ofertas, los oferentes y la entidad revisarán la asignación de riesgos con el fin de establecer su distribución definitiva. Por su parte, el numeral 6 del artículo 2.2.1.1.2.1.1 del Decreto 1082 de 2015 reiteró esta obligación al exigir que los estudios y documentos previos contengan el análisis de riesgo y la forma de mitigarlo. En el mismo sentido, los documentos CONPES 3107 y 3714 de 2011 fijaron lineamientos sobre la política de manejo del riesgo contractual y sobre el entendimiento del concepto de riesgo previsible en el marco de los procesos de selección sometidos al Estatuto General de Contratación de la Administración Pública.
De la lectura de estas disposiciones se advierte que ellas integran el régimen del EGCAP: el artículo 4 de la Ley 1150 de 2007 se refiere a los pliegos de condiciones o sus equivalentes de los procesos de selección regidos por dicho estatuto, y el artículo 2.2.1.1.2.1.1 del Decreto 1082 de 2015 regula los estudios y documentos previos exigidos para las modalidades de selección allí reguladas. En consecuencia, su exigibilidad, como tal, se predica de los procesos sometidos al EGCAP. Trasladadas estas premisas al problema planteado, en la contratación de las instituciones educativas oficiales cuya cuantía no supera los veinte (20) SMMLV —que, como se explicó, no se rige por el EGCAP sino por el reglamento del consejo directivo— no resultan aplicables dichas normas y, por tanto, no existe una obligación legal de elaborar una matriz formal de riesgos con fundamento en ellas.
A la misma conclusión conduce el análisis del instrumento del cual proviene el modelo de matriz. Frente a los manuales y guías para la identificación y cobertura del riesgo, el Consejo de Estado concluyó que, a la luz del artículo 4 de la Ley 1150 de 2007, son las entidades contratantes las obligadas a incluir en los pliegos de condiciones la estimación, tipificación y asignación del riesgo previsible en cada proceso de contratación, y que, frente a la cobertura de ese riesgo, el artículo 7 de la misma ley determinó que era el Gobierno Nacional quien debía fijar los criterios para la exigencia de garantías y los niveles de amparo. Por ello, una vez declarada la nulidad del literal a) del numeral 2 del artículo 159 del Decreto 1510 de 2013, se determinó que las guías o manuales que expida Colombia Compra Eficiente, en relación con la identificación y cobertura de riesgos, no son vinculantes para las entidades, quienes podrán, de manera facultativa, acudir a ellas como una guía para llevar a cabo la estimación, tipificación, asignación y cobertura de riesgos en cada proceso de contratación particular. Si el Manual para la Identificación y Cobertura del Riesgo en los Procesos de Contratación —que contiene la matriz sugerida— no es vinculante para las entidades sometidas al EGCAP, con mayor razón no puede imponerse como obligatorio a las instituciones educativas oficiales en la contratación regida por su reglamento interno.
(iii) Ahora bien, lo expuesto no significa que la gestión de los riesgos sea ajena a estas instituciones ni que su contratación carezca de reglas. En efecto, el artículo 13 de la Ley 1150 de 2007 dispone que las entidades estatales que por disposición legal cuenten con un régimen contractual excepcional al del EGCAP aplicarán, en desarrollo de su actividad contractual, los principios de la función administrativa y de la gestión fiscal de que tratan los artículos 209 y 267 de la Constitución Política, y estarán sometidas al régimen de inhabilidades e incompatibilidades previsto legalmente para la contratación estatal[footnoteRef:5]. A su vez, el artículo 13 de la Ley 715 de 2001 exige que todos los actos y contratos que hayan de registrarse en la contabilidad de los fondos de servicios educativos se realicen respetando los principios de igualdad, moralidad, imparcialidad y publicidad, aplicados en forma razonable a las circunstancias concretas en las que hayan de celebrarse, con el propósito fundamental de proteger los derechos de los niños y de los jóvenes y de conseguir eficacia y celeridad en la atención del servicio educativo y economía en el uso de los recursos públicos. [5:  La norma citada dispone que “Las entidades estatales que por disposición legal cuenten con un régimen contractual excepcional al del Estatuto General de Contratación de la Administración Pública, aplicarán en desarrollo de su actividad contractual, acorde con su régimen legal especial, los principios de la función administrativa y de la gestión fiscal de que tratan los artículos 209 y 267 de la Constitución Política, respectivamente según sea el caso y estarán sometidas al régimen de inhabilidades e incompatibilidades previsto legalmente para la contratación estatal”.] 

De dichos principios —en particular, de la planeación, la eficacia y la economía en el uso de los recursos públicos— se desprende que el análisis de los riesgos previsibles del respectivo proceso y la previsión de su tratamiento deben estar presentes en la etapa de planeación, como sucede, por lo demás, con la práctica descrita en su consulta, consistente en atacar el riesgo de pérdida de recursos mediante la prohibición de anticipos y el pago contra el recibo a satisfacción de los bienes o servicios. Ahora bien, la forma, el nivel de detalle y el instrumento en que ese análisis se documente corresponde definirlos al consejo directivo en el reglamento de contratación, pues es este órgano el que, conforme al artículo 13 de la Ley 715 de 2001 y al numeral 6 del artículo 2.3.1.6.3.5 del Decreto 1075 de 2015, tiene la competencia para reglamentar mediante acuerdo los procedimientos, formalidades y garantías para toda contratación que no supere los veinte (20) SMMLV, con base en la experiencia y en el análisis concreto de las necesidades del establecimiento.
En consecuencia, es suficiente que el análisis y el tratamiento de los riesgos se incorporen en los estudios previos, con el alcance y en el formato que prevea el reglamento del consejo directivo, sin que resulte exigible una matriz de riesgos elaborada bajo las orientaciones de la Ley 1150 de 2007, del Decreto 1082 de 2015 o del manual expedido por esta Agencia, salvo que el propio reglamento así lo disponga. Naturalmente, la conclusión es la contraria cuando la cuantía del contrato supera los veinte (20) SMMLV, evento en el cual resulta plenamente aplicable el Estatuto General de Contratación de la Administración Pública y, con él, el deber de estimar, tipificar y asignar los riesgos previsibles en los pliegos de condiciones o documentos equivalentes, en los términos del artículo 4 de la Ley 1150 de 2007 y del numeral 6 del artículo 2.2.1.1.2.1.1 del Decreto 1082 de 2015. Conviene precisar, además, que corresponde a cada entidad, en cada procedimiento de selección sometido al EGCAP, establecer la tipificación, estimación y asignación definitiva de los riesgos previsibles, siendo ella quien adopta la decisión final sobre su contenido[footnoteRef:6]. [6:  "[…] resulta que son las entidades públicas sujetas al Estatuto General de Contratación Pública, en cada caso concreto, las encargadas de definir en sus pliegos de condiciones los riesgos relacionados con su actividad contractual, y sólo estarán obligadas a ajustarse a lo que se defina en la ley sobre el particular y a las políticas generales que defina el presidente de la República, en ejercicio de su función reglamentaria" (Consejo de Estado. Sección Tercera. Subsección A. Sentencia del 11 de abril de 2019. Exp. 52.055. C.P. María Adriana Marín).] 

Finalmente, debe advertirse que el análisis requerido para resolver situaciones concretas relacionadas con la contratación de las entidades estatales corresponde a quienes tengan interés en ello, de modo que las afirmaciones aquí realizadas no pueden interpretarse como juicios de valor sobre circunstancias particulares. Al tratarse de reglas que deben definirse en el marco de un procedimiento contractual específico, esta Agencia no puede fijar un criterio universal y absoluto por vía consultiva, sino brindar elementos de carácter general para que los partícipes del sistema de compras y contratación pública adopten la decisión que corresponda, conforme al principio de juridicidad. Así, cada entidad definirá, en ejercicio de su competencia y previa valoración de los elementos fácticos y jurídicos de su proceso, la forma de adelantar su gestión contractual, sin que sea atribución de Colombia Compra Eficiente validar sus actuaciones.
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· Ley 80 de 1993. Artículos 4, 5, 13, 25, 32 y 40.
· Ley 715 de 2001. Artículo 13.
· Ley 1150 de 2007. Artículos 4, 7 y 13.
· Decreto Ley 4170 de 2011. Artículo 3, numeral 5, y artículo 11, numeral 8.
· Decreto 4791 de 2008. Artículos 2, 3, 5 y 9.
· Decreto 1082 de 2015. Artículo 2.2.1.1.2.1.1.
· Decreto 1075 de 2015. Artículos 2.3.1.6.3.2, 2.3.1.6.3.3, 2.3.1.6.3.4, 2.3.1.6.3.5 y 2.3.1.6.3.17.
· Documento CONPES 3107 de 2011.
· Documento CONPES 3714 de 2011.
· Agencia Nacional de Contratación Pública – Colombia Compra Eficiente. Resolución 469 de 2025.
· Consejo de Estado. Sala de lo Contencioso Administrativo. Sección Tercera. Subsección A. Sentencia del 11 de abril de 2019. Exp. 52.055. C.P. María Adriana Marín.
· Agencia Nacional de Contratación Pública – Colombia Compra Eficiente. Manual para la Identificación y Cobertura del Riesgo en los Procesos de Contratación.



5. Doctrina de la Agencia Nacional de Contratación Pública:

Sobre el régimen de contratación de las instituciones educativas oficiales y los fondos de servicios educativos, esta Subdirección se pronunció en el Concepto C-273 del 2 de abril de 2026; y sobre la identificación y cobertura del riesgo y el carácter no vinculante del manual expedido por esta Agencia, en el Concepto C-288 del 16 de agosto de 2024, entre otros. Estos y otros conceptos se encuentran disponibles para consulta en el Sistema de relatoría de la Agencia, al cual se puede acceder a través del siguiente enlace: https://relatoria.colombiacompra.gov.co/busqueda/conceptos 

La sostenibilidad no es una opción, es una obligación. Por ello, la Agencia Nacional de Contratación Pública –Colombia Compra Eficiente– te invita a realizar el Curso de Contratación Pública Sostenible y Socialmente Responsable, una herramienta clave para fortalecer las capacidades de todos los compradores públicos, proveedores, servidores públicos v para generar mayor valor público. Accede al curso y aprende como implementar criterios sociales y ambientales en las diferentes etapas del proceso de contratación: https://formacionvirtual.colombiacompra.gov.co/mod/page/view.php?id=3718 

De otro lado, te contamos que esta Agencia ha da un paso decisivo en la estandarización y modernización del sector social con la expedición de las Resoluciones 539, 540, 541, 952 y 953 de 2025, mediante las cuales adoptó Documentos Tipo para las modalidades de selección de licitación pública (versión 2), selección abreviada de menor cuantía, mínima cuantía, consultoría e interventoría, promoviendo procesos más transparentes, eficientes competitivos y sostenibles en sectores estratégicos como educación, salud, cultura, recreación, deporte, institucional y vivienda. Consulta y descarga los documentos aquí: https://www.colombiacompra.gov.co/normativa-y-relatoria/documentos-tipo

Si quieres conocer más sobre la aplicación de Documentos Tipo puedes consultar la última versión de la Guía para la comprensión e implementación de los Documentos Tipo de obra pública de infraestructura de transporte. En esta actualización se incorporaron orientaciones prácticas dirigidas a entidades públicas, proveedores, organismos de control y demás interesados, con el propósito de facilitar la adecuada implementación de estos instrumentos en los procesos contractuales. Además se incluyeron lineamientos que orientan la implementación de los criterios ambientales y sociales incluidos en los documentos tipo: Consulta la guía aquí: https://www.colombiacompra.gov.co/archivos/manual/guia-para-la-comprension-e-implementacion-de-los-documentos-tipo-de-obra-publica-de-infraestructura-de-transporte-bajo-las-diferentes-modalidades-de-contratacion-vigentes 

Por último, lo invitamos a seguirnos en las redes sociales en las cuales se difunde información institucional: 

Twitter: @colombiacompra 
Facebook: ColombiaCompraEficiente
LinkedIn: Agencia Nacional de Contratación Pública - Colombia Compra Eficiente 
Instagram: @colombiacompraeficiente_cce

Este concepto tiene el alcance previsto en el artículo 28 del Código de Procedimiento Administrativo y de lo Contencioso Administrativo y las expresiones aquí utilizadas con mayúscula inicial deben ser entendidas con el significado que les otorga el artículo 2.2.1.1.1.3.1. del Decreto 1082 de 2015.

Atentamente, 
[image: ]
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	Gloria Elizabeth Arango Builes
Contratista de la Subdirección de Gestión Contractual
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Contratista de la Subdirección de Gestión Contractual
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	Carolina Quintero Gacharná
Subdirectora de Gestión Contractual ANCP – CCE
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